
Propuestas de enmiendas al Proyecto de Ley (…) procedente del Real Decreto Ley 26/2020 de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos del transporte y vivienda

ENMIENDA Nº 1
Artículo 20

Enmienda de modificación
	Donde dice:

Artículo 20. Solicitud de la moratoria.

1. Los autónomos y personas jurídicas a las que se refiere el artículo 18 podrán solicitar al acreedor un periodo de moratoria de hasta un máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley en el pago del principal de las cuotas de los contratos detallados previamente.

[…]


	Debería decir:

Artículo 20. Solicitud de la moratoria.

1. Los autónomos y personas jurídicas a las que se refiere el artículo 18 podrán solicitar al acreedor un periodo de moratoria de hasta un máximo de doce meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley en el pago del principal de las cuotas de los contratos detallados previamente.

[…]

	Justificación:

La situación de hecho originada por la crisis del Covid-19 sigue siendo, a día de hoy, de unas dimensiones desconocidas, siendo el transporte de viajeros por carretera uno de los sectores más afectados y que más va a tardar en salir. Ante la previsión de no mejora y empeoramiento de la situación económica y laboral en los próximos meses, se propone este redactado, ampliando el periodo de moratoria hasta los doce meses.
Esto permitiría aliviar la situación financiera y aumentaría la liquidez en el corto plazo de las empresas que puedan acogerse a esta moratoria. La actividad del transporte en autobús relacionada directamente con el turismo es muy importante en nuestro país, con 220 millones de viajeros al año y una facturación de 1.300 M€. Además, genera 21.700 puestos de trabajo (más del 70% son directos), que dependen del éxito de estos servicios y que son clave para la economía local y el tejido empresarial de las regiones y poblaciones donde se ubican.
Además, el transporte de viajeros por carretera está configurado principalmente por pymes de componente familiar que resultan fundamentales para la cadena y oferta turística (excusiones, congresos, ferias, fiestas populares, espectáculos, circuitos…), es por ello que una ampliación de este plazo resulta imprescindible para preservar el tejido productivo de la movilidad.
La actividad del transporte discrecional se caracteriza por su estacionalidad, dependiendo de los paquetes ofertados por agencias y tour-operadores, así como de la demanda de los turistas. Su período de actividad se concentra entre los meses comprendidos entre la semana santa y el final de octubre, por lo quesería deseable que la moratoria abarque todo el período hasta que se recupere actividad. En este sentido, las previsiones más optimistas (ver informe) estiman que el turismo no recuperará la demanda hasta enero de 2021 por lo que la moratoria prevista debe tener en cuenta esa falta de actividad. 


ENMIENDA Nº 2
Artículo 24, apartado 2, primer párrafo
Enmienda de adición y supresión. 

	Donde dice:

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]
2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes por la desinfección de los vehículos durante la vigencia del estado de alarma, todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.


	Debería decir: 

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]

2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes de limpieza y desinfección del material móvil y de las instalaciones asociadas, así como por la adquisición de EPIs y otros costes soportados para la prevención y protección de trabajadores y/o usuarios así como los posibles gastos adicionales salariales que efectivamente hubieran abonado, respecto a los previstos en la ejecución ordinaria del contrato de concesión durante la vigencia del estado de alarma, durante todo el periodo en el que se mantenga la situación de hecho creada por el COVID-19  todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.


	Justificación:

a) Las contratistas han incurrido en gastos más allá de la mera desinfección de los vehículos, por ello, considerando el literal del 34.4 del Real Decreto-ley 8/2020 que se refiere, sin distinción ni exclusión a los sobrecostes, han de incluirse el resto de los gastos debidamente soportados, que traen causa directa de las medidas adoptadas por las administraciones públicas competentes.

b) El artículo 34.4 del Real Decreto-ley 8/2020 no acota su ámbito temporal a la duración del estado de alarma sino al periodo de duración de la situación de hecho originada por el Covid-19. Además de que la pérdida de ingresos como consecuencia de la situación de hecho sigue produciéndose frente a la ejecución en términos normales de los contratos, medidas derivadas de esta situación, como el uso obligatorio de mascarillas, el ajuste de la oferta o la obligación de recabar la información de contacto de los pasajeros, han subsistido, por lo que no solo se debe compensar ese periodo.
Por último, por si pudiera caber alguna duda, el propio legislador ha dejado muy clara la diferencia entre el estado de alarma y la duración de sus medidas con la crisis sanitaria generada por éste. Transcribimos, por su precisión, el siguiente párrafo de la Exposición de Motivos del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19:

(a) “Es esencial distinguir entre la expiración de las medidas limitativas de contención adoptadas durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas sucesivas para hacer frente a la situación de emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, y la crisis sanitaria propiamente dicha, provocada por la pandemia, la cual subsiste, aunque notablemente atenuada en nuestro país, y cuya superación aún no ha sido oficialmente declarada ni en el ámbito nacional, ni en el internacional, por los organismos y autoridades competentes”.

Y ello, aun cuando, insistimos, la “situación de hecho creada por el COVID-19” tampoco resulta coincidente con la crisis sanitaria oficialmente declarada, ya que es perfectamente posible que esta última se pueda llegar a considerar superada por las autoridades competentes (atendiendo, por ejemplo, al número de enfermos) pero, sin embargo, la referida situación de hecho (que se traduce, entre otras cuestiones, en una demanda y un uso de los transportes públicos menor, menor movilidad de los ciudadanos como consecuencia de recomendaciones sanitarias o de teletrabajo, etc.) todavía no se haya revertido completamente y, por tanto, subsista el derecho del concesionario a ser compensado por la pérdida de ingresos y el incremento de costes soportados.

En definitiva, en atención a todo lo expuesto, entendemos que, desde una perspectiva jurídica, el reequilibrio del Contrato de Concesión debe abarcar todo el período en el que se mantenga “la situación de hecho creada por el COVID-19”, independientemente de que haya finalizado el estado de alarma declarado el pasado 14 de marzo de 2020, hayan expirado algunas de las medidas adoptadas en relación con ello o, incluso, se pueda considerar superada la crisis sanitaria (cosa que, en cualquier caso, todavía no ha sucedido).
c) La determinación de la recuperación de la inversión en el ámbito de cada concesión es una cuestión de hecho, que ha de examinarse en base (i) a criterios técnicos y económicos, (ii) las circunstancias fácticas de cada contrato y (iii) no puede fijarse con carácter previo en una disposición legal, al margen de todo lo anterior y por el solo criterio del transcurso de un plazo. El análisis debe realizarse, además, de manera individualizada para cada contrato, y para cada ejercicio cerrado, atendiendo a las inversiones realizadas, al periodo de recuperación pendiente de las mismas y la antigüedad máxima admisible de flota de vehículos.




ENMIENDA Nº 3

Artículo 24
Enmienda de supresión total del párrafo tercero del apartado 2 del artículo 24 

	Donde dice:

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]
2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes por la desinfección de los vehículos durante la vigencia del estado de alarma, todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.

La reducción de ingresos se calculará con referencia al mismo periodo del año anterior, descontando la disminución de los costes de explotación por reducción de expediciones y los costes laborales respecto a los soportados en dicho periodo de referencia del año anterior.

En los contratos cuyo periodo de recuperación de la inversión haya concluido, se restará a la compensación resultante la suma de los resultados positivos de los ejercicios cerrados desde que se produjera dicho hecho. A estos efectos se entenderá, en todo caso, recuperada la inversión una vez trascurrido el plazo de duración previsto en el contrato, más el año de prórroga impuesto por la Administración. Los resultados positivos de cada ejercicio serán los obtenidos y comunicados según la Orden PRE/907/2014, de 29 de mayo, por la que se implanta un modelo de contabilidad analítica en las empresas contratistas que prestan los servicios de transporte regular de viajeros de uso general.
	Debería decir: 

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]

2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes por la desinfección de los vehículos durante la vigencia del estado de alarma, todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.

La reducción de ingresos se calculará con referencia al mismo periodo del año anterior, descontando la disminución de los costes de explotación por reducción de expediciones y los costes laborales respecto a los soportados en dicho periodo de referencia del año anterior.

En los contratos cuyo periodo de recuperación de la inversión haya concluido, se restará a la compensación resultante la suma de los resultados positivos de los ejercicios cerrados desde que se produjera dicho hecho. A estos efectos se entenderá, en todo caso, recuperada la inversión una vez trascurrido el plazo de duración previsto en el contrato, más el año de prórroga impuesto por la Administración. Los resultados positivos de cada ejercicio serán los obtenidos y comunicados según la Orden PRE/907/2014, de 29 de mayo, por la que se implanta un modelo de contabilidad analítica en las empresas contratistas que prestan los servicios de transporte regular de viajeros de uso general.




Justificación:

Con independencia de que se haya recuperado o no la inversión, los operadores de transporte han seguido prestando los servicios de transporte, como actividad esencial, y se han visto a abocados a hacerlo en una situación de imposibilidad de ejecución del contrato en los términos “inicialmente pactados” y bajo parámetros objetivos de razonabilidad, lo que ha quebrado el principio de “riesgo y ventura”, irrogándoles una pérdida de ingresos y un incremento de costes ajenos a la recuperación de la inversión y que no han de soportar, de conformidad con el artículo 3.2 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, que establece que quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas durante la vigencia del estado de alarma sufran de forma directa o indirecta en sus derechos y bienes daños y perjuicios que no le sean imputable tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo con lo dispuesto en las leyes. En definitiva, este párrafo del apartado 2 del artículo 24 vulnera la Ley Orgánica 4/1981, y es inconstitucional.
ENMIENDA Nº 4

Artículo 24
Enmienda de adición del párrafo tercero del segundo apartado del artículo 24
	Donde dice:

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]
2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes por la desinfección de los vehículos durante la vigencia del estado de alarma, todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.

La reducción de ingresos se calculará con referencia al mismo periodo del año anterior, descontando la disminución de los costes de explotación por reducción de expediciones y los costes laborales respecto a los soportados en dicho periodo de referencia del año anterior.

En los contratos cuyo periodo de recuperación de la inversión haya concluido, se restará a la compensación resultante la suma de los resultados positivos de los ejercicios cerrados desde que se produjera dicho hecho. A estos efectos se entenderá, en todo caso, recuperada la inversión una vez trascurrido el plazo de duración previsto en el contrato, más el año de prórroga impuesto por la Administración. Los resultados positivos de cada ejercicio serán los obtenidos y comunicados según la Orden PRE/907/2014, de 29 de mayo, por la que se implanta un modelo de contabilidad analítica en las empresas contratistas que prestan los servicios de transporte regular de viajeros de uso general.


	Debería decir: 

Artículo 24. Reequilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general para paliar las consecuencias del COVID-19.

[…]

2. El reequilibrio se determinará teniendo en cuenta la reducción de ingresos por la disminución de la demanda de viajeros, así como el incremento de los costes por la desinfección de los vehículos durante la vigencia del estado de alarma, todo ello calculado conforme al Anexo I de este artículo.

La reducción de ingresos se calculará con referencia al mismo periodo del año anterior, descontando la disminución de los costes de explotación por reducción de expediciones y los costes laborales respecto a los soportados en dicho periodo de referencia del año anterior.

En los contratos cuyo periodo de recuperación de la inversión haya concluido, se restará a la compensación resultante la suma de los resultados positivos de los ejercicios cerrados desde que se produjera dicho hecho, siempre que el resultado anual de cada ejercicio cerrado exceda del 8% sobre ingresos. A estos efectos se considerará, para cada ejercicio cerrado, la existencia o no de inversiones pendientes de recuperar, atendiendo a los criterios de antigüedad máxima admisible de la flota establecida para cada contrato. Si no existieran inversiones pendientes de recuperación en un determinado ejercicio, se restará a la compensación resultante el resultado positivo de ese ejercicio, siempre que dicho resultado exceda del 8% del ingreso del ejercicio. En caso de aplicar la minoración, en un ejercicio, la compensación resultante se minorará en el importe del resultado que exceda del 8% del ingreso, para ese ejercicio. El resultado positivo de los ejercicios cerrados en los que existan inversiones pendientes de recuperación no reducirá la compensación resultante. A efectos de acreditar la conclusión o no del período de recuperación de la inversión, en cada ejercicio, se estará a lo dispuesto en el artículo 10 del Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española. El período de recuperación de cada contrato no podrá ser inferior, en ningún caso, a la antigüedad máxima admisible de la flota. Los resultados positivos de cada ejercicio serán los obtenidos y comunicados según la Orden PRE/907/2014, de 29 de mayo, por la que se implanta un modelo de contabilidad analítica en las empresas contratistas que prestan los servicios de transporte regular de viajeros de uso general.



	Justificación:

a) La determinación de la recuperación de la inversión en el ámbito de cada concesión es una cuestión de hecho, que ha de examinarse en base (i) a criterios técnicos y económicos, (ii) las circunstancias fácticas de cada contrato y (iii) no puede fijarse con carácter previo en una disposición legal, al margen de todo lo anterior y por el solo criterio del transcurso de un plazo. El análisis debe realizarse, además, de manera individualizada para cada contrato, y para cada ejercicio cerrado, atendiendo a las inversiones realizadas, al periodo de recuperación pendiente de las mismas y la antigüedad máxima admisible de flota de vehículos.

Para realizar tal determinación, se estará al artículo 10 del Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, que define claramente qué ha de entenderse por el periodo de recuperación de la inversión de los contratos. Aplicando esta norma, la determinación del período de recuperación de la inversión del contrato se basará en parámetros objetivos, en función de cada contrato y no pudiendo resultar dicho plazo inferior a la antigüedad máxima admisible para los vehículos de la concesión, otorgando objetividad y seguridad jurídica.

b) Adicionalmente, se introduce el límite del 8% a la resta de los resultados positivos. Esta cifra es el % de mínimo razonable beneficio empresarial. Sin ese límite, se estaría prestando el contrato sin resultado positivo alguno para el concesionario.




ENMIENDA Nº 5

Artículo 28
Enmienda de adición
	Donde dice:

Artículo 28. Antigüedad máxima de los vehículos adscritos a las autorizaciones de transporte sanitario por carretera.

A efectos de lo dispuesto en los artículos 32.a) y 36 de la Orden PRE/1435/2013, de 23 de julio, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres en materia de transporte sanitario por carretera, podrán continuar adscritos hasta el 31 de diciembre de 2020 a las autorizaciones de transporte sanitario vigentes a la entrada en vigor del presente real decreto-ley, aquellos vehículos que, a partir del 14 de marzo de 2020 inclusive, hayan superado la antigüedad máxima de diez años contada desde su primera matriculación.


	Debería decir: 

Artículo 28. Antigüedad máxima de los vehículos adscritos a las autorizaciones de transporte sanitario y transportes públicos regulares de uso especial de escolares por carretera.

A efectos de lo dispuesto en los artículos 32.a) y 36 de la Orden PRE/1435/2013, de 23 de julio, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres en materia de transporte sanitario por carretera, podrán continuar adscritos hasta el 31 de diciembre de 2020 a las autorizaciones de transporte sanitario vigentes a la entrada en vigor del presente real decreto-ley, aquellos vehículos que, a partir del 14 de marzo de 2020 inclusive, hayan superado la antigüedad máxima de diez años contada desde su primera matriculación.
De igual manera, y de acuerdo con el Real Decreto 443/2001, de 27 de abril, sobre condiciones de seguridad en el transporte escolar y de menores, para los cursos 2020/21 y 2021/2022 no será de aplicación lo dispuesto en su artículo 3, pudiendo prestarse los servicios comprendidos en el párrafo a) de su artículo 1 con vehículos que cumplan tener una antigüedad superior a diez años e inferior a los dieciocho años al inicio del curso escolar, computados desde su primera matriculación, siempre que haya pasado de forma satisfactoria una inspección técnica en los términos previstos en el artículo 6 del Real Decreto 443/2001. A estos efectos se considerará el 1 de septiembre como fecha de inicio del curso escolar.

	 Justificación:

Se trata de una enmienda que permite aplicar de forma general en todo el territorio español y limitada en el tiempo la Disposición adicional cuarta del Real Decreto 443/2001 de 27 de abril, sobre condiciones de seguridad en el transporte escolar y de menores. Según las estadísticas de la DGT, el autobús es el modo más seguro de transporte por carretera, con 0 víctimas mortales en 2019, por lo que sujeto a la condición de pasar la ITV, se propone flexibilizar de forma temporal las condiciones de uso de vehículos al igual que en el resto de los Estados miembros de la UE, donde no se exigen requisitos de antigüedad de vehículos sino requisitos de inspección técnica que permitan utilizar dichos vehículos. 
Así, se añade un párrafo introduciendo la posibilidad de que los vehículos adscritos a las autorizaciones de transporte regular de uso especial que rebasen los límites de antigüedad establecidos en el artículo 3 del Real Decreto 443/2001, también puedan beneficiarse de una ampliación de este límite siempre que pasen la correspondiente ITV.

La situación actual ha ocasionado la suspensión de los contratos de servicio de transporte escolar, suponiendo la pérdida del cien por cien de los ingresos previstos para estos servicios además de los costes asociados a esta no realización.

Sin perjuicio de las medidas que se puedan tomar en este sentido, esta ampliación del límite de edad se trata de una medida que, sin coste adicional ni comprometiendo aspecto alguno de seguridad, permitiría a las empresas afectadas paliar la caída de ingresos que ha ocasionado esta situación no imputable a ellos y aliviar su situación financiera, así como les permite utilizar vehículos que han estado parados en 2020 sin haber tenido desgaste. 



ENMIENDA Nº 6
Artículo 29
Enmienda de modificación y adición
	Donde dice:

Artículo 29. Prórroga de la validez del certificado de inspección técnica periódica de los vehículos.

1. El plazo de validez de los certificados de inspección técnica periódica de los vehículos cuya fecha de próxima inspección estuviera comprendida entre el 21 de junio y el 31 de agosto de 2020 y no se hubiera realizado la correspondiente inspección técnica periódica en la fecha de entrada en vigor del presente decreto ley se prorrogará tres meses, a contar desde la fecha de vencimiento del certificado. Una vez realizadas las inspecciones técnicas periódicas de los vehículos cuyos certificados hayan sido objeto de la anterior prórroga, a los efectos del cómputo de la fecha hasta la que es válida la inspección en las tarjetas ITV y los certificados de inspección técnica de los vehículos a los que se refieren los artículos 10 y 18 del Real Decreto 920/2017, de 23 de octubre, por el que se regula la inspección técnica de vehículos, se tomará como referencia la fecha de validez que conste en la tarjeta ITV y no computará, en ningún caso, el período de prórroga.

2. No obstante, mientras esté vigente la prórroga prevista en el apartado anterior, las empresas de transporte público de mercancías y de viajeros titulares de una licencia comunitaria tendrán preferencia en el paso por la inspección técnica periódica en las estaciones ITV.


	Debería decir:

Artículo 29. Prórroga de la validez del certificado de inspección técnica periódica de los vehículos.

1. El plazo de validez de los certificados de inspección técnica periódica de los vehículos cuya fecha de próxima inspección estuviera comprendida entre el 21 de junio y el 31 de agosto de 2020 y no se hubiera realizado la correspondiente inspección técnica periódica en la fecha de entrada en vigor del presente decreto ley se prorrogará tres meses, a contar desde la fecha de vencimiento del certificado. Una vez realizadas las inspecciones técnicas periódicas de los vehículos cuyos certificados hayan sido objeto de la anterior prórroga, a los efectos del cómputo de la fecha hasta la que es válida la inspección en las tarjetas ITV y los certificados de inspección técnica de los vehículos a los que se refieren los artículos 10 y 18 del Real Decreto 920/2017, de 23 de octubre, por el que se regula la inspección técnica de vehículos, se tomará como referencia la fecha de validez que conste en la tarjeta ITV y no computará, en ningún caso, el período de prórroga la fecha en la que, con sujeción al periodo de prórroga la inspección se realizó y no la que conste en la tarjeta ITV.
2. No obstante, mientras esté vigente la prórroga prevista en el apartado anterior, las empresas de transporte público de mercancías y de viajeros titulares de una licencia comunitaria tendrán preferencia en el paso por la inspección técnica periódica en las estaciones ITV.
3. Una vez realizadas las inspecciones técnicas periódicas de los vehículos cuyos certificados hayan sido objeto de prórroga durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, el plazo de validez de esos certificados de inspección técnica periódica tomará como referencia la fecha en la que, con sujeción al periodo de prórroga la inspección se realizó y no la que conste en la tarjeta ITV a los efectos del cómputo de la fecha hasta la que es válida la inspección en las tarjetas ITV y los certificados de inspección técnica de los vehículos.



	Justificación:

Esta enmienda sigue la Recomendación del Defensor del Pueblo relativa a la duración de la ITV que ha estado sujeta a prórroga como consecuencia del estado de alarma provocado por el COVID-19.  Se propone este redactado habida cuenta del perjuicio económico que puede suponer tener que realizar dos inspecciones técnicas en un período reducido de tiempo, cuando la mayoría de los vehículos del sector han estado paralizados durante el estado de alarma y muchos continúan sin actividad. 
Para el Defensor del Pueblo, carece de sentido acortar artificialmente la vida de la última ITV obligando al propietario del vehículo a realizar dos inspecciones seguidas en un corto lapso de tiempo que, en los casos más extremos (como el de los vehículos sujetos a inspección semestral) puede ser solo de unos pocos días. Según explica, esto evidentemente genera un coste y una carga administrativa para los propietarios de los vehículos afectados sin que la Administración haya puesto de manifiesto que concurran razones imperiosas de interés general que justifiquen el recorte de la vida legal de las ITV.
Además, el fin último de la inspección técnica de vehículos es el de certificar la seguridad industrial de los vehículos que se someten a ella, por lo que tiene sentido el hecho de que se siga realizando con la periodicidad que establece la normativa técnica sin que ningún aspecto de la seguridad del vehículo se vea comprometido.
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Anexo I
Enmienda de adición y modificación
	Donde dice:

ANEXO I

Metodología del cálculo de la cuantía compensatoria en los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general de competencia estatal.

1. Cálculo del resultado en términos unitarios del periodo de vigencia del estado de alarma:

Ingreso.km (n) – Coste.km (n)= Resultado.km (n)

Siendo:

Ingreso.km (n): ingresos declarados por el contratista para el periodo analizado.

Coste.km (n): costes declarados del periodo analizado, incluidos los costes de desinfección de los vehículos utilizados, con un máximo de 20 € por vehículo y día.

2. Cálculo del resultado en términos unitarios del periodo equivalente del año anterior:

Ingreso.km (n-1) - Coste.km (n-1) = Resultado.km (n-1)

Siendo:

Ingreso.km (n-1): ingresos contabilidad analítica (n-1).

Coste.km (n-1): costes anuales de contabilidad analítica (n-1).

3. Cálculo de los valores absolutos:

valores unitarios × kms recorridos

Kms.recorridos (n): declarado por el contratista para el periodo analizado.

Kms.recorridos (n-1): veh.km totales declarados para el periodo equivalente del año anterior (n-1).

4. Cálculo de la cuantía total de la compensación económica:

Resultado (n-1) = Resultado (n) + COMPENSACIÓN ECONÓMICA

COMPENSACIÓN ECONÓMICA = Resultado (n-1) – Resultado (n)

(No existirá derecho a compensación si el resultado fuera negativo.)

Siendo:

n el periodo analizado del año 2020.

n-1 periodo equivalente del año 2019.

El valor absoluto de los costes del periodo analizado no podrá superar el valor de la expresión:

[0,35 * kms.recorridos (n-1)] + [0,65 * kms.recorridos (n)] * 1,34 €


	Debería decir:

ANEXO I

Metodología del cálculo de la cuantía compensatoria en los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera de uso general de competencia estatal.

1. Cálculo del resultado en términos unitarios, durante todo el periodo en el que se mantenga la situación de hecho creada por el COVI-19:

Ingreso.km (n) – Coste.km (n)= Resultado.km (n)

Siendo:

Ingreso.km (n): ingresos declarados por el contratista para el periodo analizado.

Coste.km (n): costes declarados del periodo analizado, incluidos los costes de desinfección de los vehículos utilizados, con un máximo de 20 € por vehículo y día.
2. Cálculo del resultado en términos unitarios del periodo equivalente del año anterior:

Ingreso.km (n-1) - Coste.km (n-1) = Resultado.km (n-1)

Siendo:

Ingreso.km (n-1): ingresos contabilidad analítica (n-1).

Coste.km (n-1): costes anuales de contabilidad analítica (n-1).

3. Cálculo de los valores absolutos:

valores unitarios × kms recorridos

Kms.recorridos (n): declarado por el contratista para el periodo analizado.

Kms.recorridos (n-1): veh.km totales declarados para el periodo equivalente del año anterior (n-1).

4. Cálculo de la cuantía total de la compensación económica:

Resultado (n-1) = Resultado (n) + COMPENSACIÓN ECONÓMICA

COMPENSACIÓN ECONÓMICA = Resultado (n-1) – Resultado (n)

(No existirá derecho a compensación si el resultado fuera negativo.)

Siendo:

n el periodo analizado del año 2020.

n-1 periodo equivalente del año 2019.

El valor absoluto de los costes del periodo analizado no podrá superar el valor de la expresión:

([0,35 * kms.recorridos (n-1)] + [0,65 * kms.recorridos (n)]( * coste vehículo km de cada contrato según en la contabilidad analítica 2018 €



	Justificación:

El cálculo de la cuantía compensatoria no puede limitarse al periodo de vigencia del estado de alarma, sino que ha de extenderse al periodo de duración de la situación de hecho originada por el Covid-19, según se ha explicado en la justificación de la Enmienda nº 3 para el artículo 24.

La disparidad de factores que influyen en los costes por km entre las distintas concesiones hace inviable el establecimiento de un único límite en tal sentido.

Muchas concesiones tienen costes superiores a este límite por distintos motivos (velocidades comerciales distintas, convenios colectivos que varían según provincias, etc.) y no porque sea debido a ineficiencias, por lo que la utilización de la media que establece el Observatorio de Costes les perjudica. De hecho, en algunas de las ultimas concesiones licitadas, se han adjudicado a ofertas con coste por km superior a ese límite y de hecho se ha firmado el contrato con la Administración en esas condiciones por lo que no tiene sentido que la compensación sea menor al coste del nuevo contrato 
Es más ajustado a la realidad incluir que el límite de la compensación será el coste por km que tiene cada concesión declarado en las contabilidades analíticas que los concesionarios tienen obligación de presentar anualmente ante la Dirección General de Transporte Terrestre en 2018.

En cuanto a la fórmula, indicar que hay una errata, ya que el precio vehículo km de cada concesión debe multiplicar a toda la formula y no al segundo corchete.
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